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ItxP. N'02008-2017 PA/l C

t_tMA
P^Ut-O CliS/\R (',^SIRO CASTII-l-o

S¡INTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAl,

Linra. 5 de noviernbre dc 2018

.{suN]0

Recu¡'so de agravio constitucional inlerpuesto por don Paulo César Castro
Castillo y otros contra la resolución de fojas 169, de fecha 16 de feblero de 2017,
e\pedida por la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima. que declirru
infundada la dcmanda dc au1os.

}.UNDAN{ENTOS

l-ln senlencia emitida cn el Expediente 00987-2014-PA/ fC, publicada cn cl diario
I l:l Paruano el 29 de agosto de 2014, este 'lribunal cstablcció. cn cl

e¡rlo 49. con caúcler de precedente. que se expedirá sentencia interlocutoria
cneg¿Ioria. diclada sin más lrt'r¡nite. cuando se prcsentc algLrno de los siguicntes

supuestos, que igualmcnte eslán contenidos en el adÍculo I I dcl Reglantenlo
Normativo del Tribunal Constitucional:

\

Carezca de fundamentación la supücsta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derccho co¡tenida en el recurso no sca dc especial
h'ascendencia constitucio¡al,
La cuestión de Derecho i¡tvocada contradiga un precedente dcl Tribu¡al
Constitucional.
Se haya decidido dc manera desestimatoria en casos sustancialmenle iguales.

En cl presenle caso. los demandantcs solicitan co¡no prelensión principal que cl
Ejercito del Pcrú lcs otorgue las pensiones devengadas por invalidez y olros
beneflcios co¡l'lo gratillcaciones, escolaridad y aguinaldos, más el pago de los
costos proccsales y los iDtereses legales-

l. En Ia Regla Sustancial 6 dcl precedente es¡ablecido en la sentencia e¡nitida cn el
Expedienlc 05430-2006-PA/'I.C, se prescribe que no sc admilirá el recurso de
agravio constitLrcional cn dos süpueslos: I) cuando el demandanlc no sea el titular
dcl dcrccho; y 2) cuando 1a pretensión no est¿ direclamen¡e vinculada al contcnido
constitucionalmente protegido del derecho a la pensión. En el caso de aulos, dado
que el pago de pensiones devcngadas no está directanle¡te vi¡rculado al con¡enido
corlstitucional¡nente protegido dcl derecho a la pensión, Ia cucstión de Derecho
invocada se enmarca en el segundo supueslo. razón por la cual contl¡vicne el
mcncionado precedenle,
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Publíquese y notifíquese

SS.

}ItIIIANDA CANALIiS
SARDÓN DE TABOADA
I]SPINOSA-SALDAÑA

EXP. N.. 02008-2017-PA/|C
LIMA
PAULO CÉSAR CASTRO CASTILLO
Y O TROS

,1. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamenlos 2 y 3 r¡rpj"a, se verifica que

el presenle recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del iundamenlo 49 dc la sentencia e¡nitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c.) del anículo 1l del Reglamento Nor¡nativo del Tribunal
Co¡rstilucioñal. Por esta razón, correspo¡rde declarar, sin ñás lrámite, ¡¡procedenle
cl rccurso de agravio constitucional-

Por cstos fundamcntos, cl l'r¡bunal Co¡stituciooal, con la auloridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y la pafiicipación dcl magistrado Espinosa-
Saldaña llarrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
¡nagislrado Ferrero Costa.

ItIst]ELVI,l

Declarar IN{PROCEDENI E cl recurso vio constitLrcional

;l
RA , l,t-O U A^1 t
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l-o que,
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERRERO COSTA

Con la potcstad quc me otorga la Constilución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emilo el presente voto singular. para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENl'llNClA INI'FIRLOCUI'ORIA DENEGAI ORIA, por los fundamentos que a

continL¡ación expongo :

EXP. N.. 02008-20I7-PA/TC
LIMA
PAULo CÉsAR CASTRo CASTILLo
Y OTROS

EL TRIBUNAI, CoNSTlructoNAL cotlto coRTE DE REv¡stóN o FAt,I-o y \o DE

cASACIót

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Ga¡antias Constitucionales como
instancia de casación y la Constilitción de 1993 convinió al 'l¡ibunal Constitucional
en inslancia de fallo. l,a Constitución del 79, por primem vez en nuestra histori¿
co¡stitucio[al, dispuso la creación de un órgano ad áoc, independiente de] Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la suprcmacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estabieció que el Tribunal dc Garantías
Coustitr¡cionales era un órgano de control de la CotNtitución, que te¡1ia jurisdicción
cn todo el tcrrito¡io nacional para conocer, en yía de casac¡ón, de los habeas corpus
v amparos denegados por e1 Poder Jüdiciai, Io que implicó que dicho 'l ribunal no
conslituia una instancia habilitada pa¡a fallar en lorma dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hecl'ros invocados como amenaza o lesión a los
dc'cr hos ¡cconocidos en lJ ( onilitucion.

3. En ese sentido, la t,ey 23385, Ley Orgrinica dcl 'Iribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una ¡esolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma crrada o ha incurrido en graves vicios procesales en 1a

tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego dc
scñalar la dellcie¡cia, devolverá los actuados a 1a Coñe Suprema de Justicia de la
Ilepública (reenvío) para que emita nucvo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces. dllataba en exceso los procesos conslitucionales
mencionados.

,1. lll ¡¡odelo de tutela ante amenazas y vulneraciótr de derechos fue seriamEnte
nrodificado cn la Constitución de I993. En primer lugar, se amplían los
mecanistnos de lutela de dos a cuatro, a saber, hubea"^ corpLr.r, amparo! habeas daa
y acción de cumplimienlo. En segundo lugar, se crea al Tribunal Conslilucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución io
calillca erróneamentc como "ó¡gano de colltrol de la Constitución". No obstante, en
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mateda de procesos constitucionales de la libe¡rad, la Constitución establecc que el
'lribunal Constitr.lcional cs instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constituqión Política de1 Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe quc corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhima y
de/'init¡rd ¡nslatncia, las resolucíones dertegatorias d¡clddas en los procesos de

h0beas corpus .tmpuro, habeds datd ! atcc¡ón de cumplimienlo"- Esta disposición
conslilr¡cional, dcsde una posición de fianca tutela de Ios derechos fundamentales,
cxigc que el "lriblmal Constitllcional escuche y evalúe los alcgatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectum diveNa
conlravend a mandatos csencialcs de la Constitución, como sorr el principio de

dcfensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sooiedad y del Estado (articulo l), y "ld observancia del debido proceso y tttelu
jurisdiccional Ningunu persona puede ser desriada de ld jurisdicción
predeterminuda por la ley, ni somet¡da a prccedim¡eúlo d¡ittikto de lo.s previamente
ettablecidos, n¡ juzgada por órgdtlos jlttisdicc¡onales de excepción nt ¡or
comision4 especiales creadas al efeclo cualquiera sea su denomi ación",
consagrada en el articrLlo 139, inciso 3.

6. Como sc advicrte, a dil'e¡encia dc 10 quc acontcce cn otros países, en los cuales el

acceso a la última instancia co¡rstitucional tiene lugar por la vía del cerliordrí
(Suprema Coñe de los Estados Unidos), en el Perú el Pode¡ Constiluyente optó por
un órgano supremo de interpretació¡ de 1a Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la ljbe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
prolección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras paiabras, si lo que
cstá en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe ab¡ir la via cor¡espondiente para que el 'lribunal Constitucional pueda
pro¡unciarse. Pero la ape ura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionaDte colaborar con los jueces constilucionales mediante un pormenorizado
an¡lisrs dc lo quc se pretende. de lo que se inroc.r.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización dc su derecho
irrenunciable a la del'ensa; además, un Triblrnal CoNtitucional constituye el más
el¡clivo medio de delensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t¡iunlo de ia justicia frente a la
arbitrariedad.
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¡lL DERDCHo .,\. sItR oiDo coMo tuaNIÍ'¡rs't aclóN DIi LA DnyocRA üzAClóN DE Los
I'RocEsos CoNst II LC¡oNALES DE L^ LIBERT,\D

8. I-a administración de justicia constitr¡cional de ]a libertad qüe brinda el T bunal
Constitucional, desde su creación, cs rcspetuosa, como coüesponde, del de¡echo de

['l1
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del'ensa inherente a toda pe$ona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oido coD todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

delerminen sus derechos, inlereses y obligaciones.

9. Precisamenle, mi alejamienlo respeclo a la emisión de ¡¡na resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está ¡elacionado con la det'ensa, la cual, sólo cs
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer! de manera escrita y
oral, 1os argumentos peñine¡tes, concretándose el plincipio de irunediación que
dcbe regir en todo proccso constitucional.

10. Sob¡e la intervención de las paÍes, corresponde señalar que, en taDto que Ia
potestad de administrar justicia constituye una maniféstación del poder que el
Estado ostenta sobrc las pcrsonas, su ejercicio resulu constitucional cuando se

brinda co¡ est cto respeto de los derechos inhcrentes a todo ser humano, lo que
ir,cluyc cl derccho a ser oído con las debidas garantias.

11. Cabe añadir que la participaoión directa de las paúes, en defensa de sus intereses,
quc se concede el1 la aüdiencia de vista, tambiél constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar 1o conespondiente a su favor, lo quc resulta a
cxcluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constilucional tiene el debcr
inclt¡dible de opt¡nizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argu¡ncntos que justilican sus decisioncs, porque el Tribunal Constitucional se
legilima no por ser ur tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxpresar de modo sullciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso quc rcsuelve.

12. [n ese sentido, la Cortc ¡nteramericana de De¡echos Humanos ha establecido que eI
dc¡ccho de delensa "obliga al Estado d ffdtar al indiyiduo en todo momento cctiio
un »erdadero su¡elo del prcceso, en cl mis amplio sentilo dr ¿s!! LUnL¿pto, ! no
s¡ñplemenle como obieto deI misno"t.l que "[)oro qüe c\i.\td debido pruteso legal
es prcciso que ttn jusliciable pueda hacer taler su.¡ derechos y defender *rs
intereses en_.forma efecÍ¡ya y en condiciones de ígtLaldad procesal con otros,' ')

rfr

' Cntt" IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. se¡tencia del 17 de noviemhre de 201)9
párralb 29.
2 Co.tc IDIL Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l de junio de 2002, párrafo 146.
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N,\-r!R,\LlzA PRocns.\L DEL RECURSo DE AGRAvlo CoNSl ll ucloNAL

13. Iil modelo de "itrstancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede scr

desvirtuado por el lribunal Conslitucional si no es con grave violación dc sus

disposiciones. Dicho I ribunal es su irtéryrete supremo, pe¡o no su refb ¡ador, toda

vez que como órgano constituido también cstá somelido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional dc la libe¡tad la denominada

"senlencia interlocutoria', el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdade¡a esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene compete[cia
para 'rcvisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio conslilucional.

15. De confolmidad con los alíct¡los 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'lribunal Conslilucional no "concede" el recu$o. Bsta cs una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al T¡ibunal lo que Ie corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sob¡e ei lbndo. Por cndc, no le ha sido dada la competencia de

rechi¡za¡ dicho recurso, siDo por cl contra¡io de "conocer" lo que la pañe alega
como un agra\ io quc lc cau." indelensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y anrplias cuyo contenido, en el mejo¡ de los casos,

requiere ser acl¿rado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,

idenliljcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el empieo de la precitada sentencia en ar'bilrario, toda vez quc se podria
ai¿ctar, enlre otros, el derecho lulldamenlal de defensa, en su manifestación de ser
oído con 1as debidas ga¡antias, pues cllo daria )ugar a decisiones subjcli\ds )
carentes de predictibilidad. afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendria¡ que adivinaf qué resolverá el Tribunal Co¡stitucional antes dc presentar su

rcspcctiva dcmanda.

17. Por lo demás, rrrtctlis mutandis, ei precedente vinculante conlenido en la Sentencia
00987-2014-P,VTC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en ot¡os
f'allos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Scntcncia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye llna ¡ealirmación de la Daturaleza
procesal de ios procesos constitucionales de 1a libetad (supletoriedad, \,ia prc\ ia.
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierlo, e1c.).

18. Sin embargo. el hecho de que los procesos constitucionales cle la libelad sean de

una iatr¡mleza procesal distinta a Ia de los procesos ordina os no co¡stituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del rect¡rso de agravio
constitucional.

ry



¡.I'RRI'RO COSTA ffWff,M]J

Ililllillffillill llllll

Laq

@

"w*
EXP. N.' 02008-2017-PA/TC
LlMA
PAULo cÉsAR cAs rRo cASl lLLo
Y OTROS

IRIBUNAL CONSf ITUCIONAL

19. Por tanto, si se tiene en cuellta que la justicia en sede constitucional reprcsenta la
Írltima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en cl presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto inslancia última y
dellnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas ai'ectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuenhan justicia en el Poder Judicial;
especialmentc si se ticnc en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derecl'ros
humanos.

20. Cor¡o afi¡mó Raúl Feirero Rebagliati, "la defensa dcl derecho de uno es, al mismo
ticmpo, una del'ensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucionai
cntraña cl acceso a la preslación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está delendicndo cl de los demás y el de la co¡nunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la p¡otección iudicial auté11tica".
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